Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 16 minutos) 


La Comisión da la bienvenida al doctor Daniel Rocca, representante de la empresa 
Buquebús. 


El tema que está en discusión hace tiempo que lo venimos manejando en esta Comisión y la 
intención es contar con la opinión de la empresa, tomando en cuenta que los representantes del gremio 
de los mozos de cordel han concurrido en más de una oportunidad y que el año pasado fue aprobado 
un proyecto en ese sentido. 


Por lo tanto, repito, queremos conocer la opinión de la empresa. 


SEÑOR ROCCA.- En primer lugar, en nombre de las empresas que represento deseo agradecer la 
oportunidad que se me brinda de exponer ante ustedes este tema, lo que, por otra parte, ya hicimos en 
la Cámara de Representantes en su momento. 


Si me permiten, voy a hacer un breve análisis de la situación de hecho y económica con 
relación a la actividad de los mozos de cordel. 


Como los señores Senadores saben, la actividad de los mozos de cordel consiste en 
trasladar los bultos -es decir, las maletas- desde las terminales portuarias en las que operamos, tanto 
en Montevideo como en Colonia, hacia los buques y viceversa. 


Es cierto que esa actividad accesoria a nuestra actividad principal, ya existía antes del inicio 
de nuestra actividad comercial. Al respecto es bueno recordar que a comienzos de la década de los 80, 
el flujo de transporte fluviomarítimo entre Uruguay y Argentina no superaba las cuatrocientas mil 
personas por año. A partir de 1985 -cuando Buquebús empezó a operar- luego de un proceso de 
inversión muy importante, ese número de pasajeros trepó a más de dos millones, tanto por las 
inversiones realizadas en la infraestructura portuaria como -fundamentalmente- por la tecnología 
aplicada en la navegación. 


Los señores Senadores recordarán que, antiguamente, ir a Buenos Aires implicaba siete u 
ocho horas, demora que determinaba que los pasajeros viajaran en camarotes y necesitaran sus 
bultos, maletas y vituallas. Luego, con la incorporación de los buques denominados “rápidos”, la 
situación se tergiversó y esa tarea accesoria e impuesta por la ley, se hizo totalmente desfasada y se 
volvió irritativa y ajena al mercado laboral. Ustedes podrán analizar las cifras que tengo aquí en mi 
poder. Durante el período en que rigió la Ley N* 16.899 -luego declarada inconstitucional- las empresas 
que operan en el Río de la Plata pagaron U$S 7:000.000, aproximadamente, por un servicio accesorio 
impuesto por ley, que determinaba que el 2% de nuestra facturación beneficiara a tales maleteros. 


Es bueno también resaltar que los mozos de cordel son menos de cien personas, respecto 
de los cuales nunca tuvimos potestad disciplinaria ni de dependencia laboral, por cuanto constituyen 
una corporación cuya forma de ingreso y gestión de trabajo anterior se desconoce. Así, muchas veces 
se entorpecía nuestra operativa, dado que no teníamos facultades correctivas respecto a este 
personal. Por eso, desde el advenimiento de la democracia, una y otra vez planteamos la necesidad de 
ordenar este tema. Uruguay era el único lugar del mundo donde existía este instituto y, dentro de él, 
solo y exclusivamente en lo que tiene que ver con la actividad fluviomarítima. Así fue que en el año 
2002, en ocasión de la más severa crisis que padeció la región -en particular en lo que hace a nuestra 
actividad de transporte- que determinó una merma de más del 60% del mercado, concurrimos a la 
Comisión de Turismo de la Cámara de Representantes donde expusimos estos mismos argumentos y 
anunciamos que íbamos a peticionar la inconstitucionalidad de esa ley. Tanto por razones de forma 
como de fondo se tuvo éxito ante la Suprema Corte de Justicia en lo que tiene que ver con los 
aspectos formales y, por ende, no se pudo entrar a analizar el fondo del asunto. En cuanto al fondo del 
asunto entendemos que lo que sucedió con esa ley, que fue declarada inconstitucional por razones de 
forma -y hubiera correspondido hacerlo por razones de fondo- debió haber ocurrido también con la 
N* 17.952, que fue luego sancionada por esta Legislatura y determinó la vigencia de esa actividad por 
180 días, por cuanto vulnera nuestra capacidad de trabajo, nos impide cumplir una actividad accesoria. 


Hay algo que entendemos dañino, no sólo para la empresa, sino como ejemplo a seguir -si ese es el 
criterio- y es que se imponga o se cree, por ley, un impuesto que beneficie exclusivamente a menos de 
cien personas que tienen un horario muy breve y que no cumplen ninguna función principal, y menos 
accesoria, de ningún cometido del Estado, considerado este directa o indirectamente. 


Quiero destacar, además, que en ocasión de la decisión de la Suprema Corte de Justicia 
quien habla informó tanto al Poder Ejecutivo como a los administradores de los fondos de los Mozos de 
Cordel -la Prefectura Nacional Naval- en mérito a la fecha en que ello ocurrió -en el mes de octubre, 
donde ya se avizoraba el conflicto que hoy sigue con la República Argentina- que no queríamos 
ninguna situación que de alguna manera entorpeciera el flujo ni la operativa de los pasajeros que 
trasladamos. Por estas razones y con la participación de la Intendencia Municipal de Colonia, 
celebramos varias reuniones con los Mozos de Cordel y con sus representantes a fin de ofrecerles 
incorporarlos a nuestra plantilla de trabajo en las mismas condiciones que el personal de nuestra 
empresa, pero tenían que trabajar ocho horas como lo hace todo el mundo y estar sujetos a la misma 
potestad disciplinaria y a la remuneración correspondiente, según el convenio salarial que rige la 
actividad. La respuesta que se nos dio fue que se optaba por una ley, como la que los beneficiaba, por 
razones obvias. Posteriormente, los señores Senadores saben lo que ocurrió; a fines del mes de 
diciembre se votó la Ley N* 17.952 que extendió por 180 días el régimen de esta actividad accesoria y 
cometió al Poder Ejecutivo la determinación de la alícuota del impuesto. 


Entendemos que además de las razones que expresamos sobre la inconstitucionalidad del 
fondo de este asunto también se agrega el hecho de que en esta última disposición legal se vulneró el 
principio de legalidad, por cuanto el Poder Legislativo no puede delegar en el Poder Ejecutivo la 
determinación de la tasa de un impuesto, que fue lo que ocurrió en este caso. Tenemos la convicción 
de que el planteo que ha hecho siempre la empresa es el que corresponde a Derecho. Esta es una 
situación distorsiva, dañina y que no hace bien a nadie por cuanto, insisto, se impone a un particular, 
que una actividad accesoria -como es el traslado de los bultos- sea realizada, por ley, por determinado 
número de operarios en cuyo proceso de selección no participamos, así como tampoco en el proceso 
correctivo de su tarea. Por otro lado, tampoco se logró que quien administró esos fondos millonarios 
cumpliera con la ley -declarada inconstitucional- que determinaba que parte de los fondos que 
cobraban estas personas se tenían que reinvertir en la propia actividad. Esto nunca se hizo. 


En definitiva, ante la actual negativa de los mozos de cordel de incorporarse a nuestra 
plantilla de trabajadores, a partir de octubre tomamos a más de cincuenta personas que desempeñan 
funciones en los puertos de Montevideo y Colonia. En la actualidad, el servicio se presta sin ningún tipo 
de inconvenientes, a un costo razonable y, por sobre todo -tal como ocurre en cualquier parte del 
mundo y también en nuestra terminal en Buenos Aires- luego que zarpan los barcos o se termina la 
actividad, ese personal es aplicado a otras tareas de la compañía. Eso no ocurría cuando se aplicaba 
el régimen a que acabo de referir. Por ello, entendemos que el retomar la posibilidad de encontrar una 
solución legislativa con nombre y apellido, y a través de un impuesto, no sólo es inconstitucional, sino 
que también estaría dando un mensaje no muy claro para quienes deseen hacer inversiones en el país. 
Creemos que, de fomentarse el criterio de beneficiar, por ley, determinada actividad a favor de un 
número específico de personas que tienen como remuneración una facturación porcentual, producto de 
la actividad, se pueden generar situaciones ajenas a Derecho, como la que venimos sufriendo. 


En la actualidad, por los argumentos que acabo de expresar, la Suprema Corte de Justicia 
analiza la nueva demanda de inconstitucionalidad que hemos presentado contra la Ley N* 17.952. Me 
permití entregar esta información a la Secretaría de la Comisión para que puedan contar con ella, 
puesto que allí se detallan todos los argumentos que acabo de exponer. 


SEÑOR VAILLANT.- El doctor Rocca habló de una cifra de U$S 7:000.000 durante la aplicación de la 
ley y quisiera saber a qué lapso se está refiriendo. 


SEÑOR ROCCA.- Estamos hablando de un período que va desde 1997 hasta el mes de setiembre de 
2005. Esos U$S 7:000.000 se distribuyeron de la siguiente manera: el 80% entre estas cien personas 
y, el resto, benefició a la Prefectura Nacional Naval que operaba como administradora de esos fondos. 
Aclaro que esta debe ser una de las comisiones más costosas que existen por administrar una cuenta. 
Además, quiero que quede claro que dentro de la nómina de mozos de cordel figuran personas que 
nunca trasladaron un solo bulto. 


Incluso, en dicha nómina figuran profesionales y personas del sexo femenino. Por otro lado, 
además de los U$S 7:000.000 que he mencionado, hay que tener en cuenta que este grupo de 


personas recibió mucho dinero de las propinas que entregan los pasajeros. Esto generó una situación 
de subcontratación, ya que muchos de los que figuran como mozos de cordel nunca practicaron la 
tarea. Para ejemplificar -porque, en definitiva, la empresa es una sola- quisiera señalar que el costo del 
transporte en Argentina de la misma cantidad de bultos es 12 veces menor al de Uruguay. Aquí no hay 
pasajeros en tránsito, sino que la actividad se presta en los puertos de Montevideo, Colonia y Buenos 
Aires. Como decía hace un momento, el personal que realiza la actividad en nuestra terminal de 
Buenos Aires, luego de que finaliza con el traslado de las maletas, es aplicado a otras tareas de la 
empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quisiera preguntar si, desde los algo más de 60 años que 
están funcionando los mozos del cordel, hubo alguna vez un problema concreto con los pasajeros. 


En segundo término, me gustaría saber desde cuándo existe la disposición que estipula que 
se debe cobrar un 2 % del pasaje. Usted señaló que desde el año 1997 hasta setiembre del año 
pasado se recaudaron U$S 7:000.000. Concretamente, ¿cuál era el aporte que ustedes hacian? 


SEÑOR ROCCA.- El aporte era del 2 % 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y antes de 1997? 


SEÑOR ROCCA.- No lo recuerdo, señor Presidente. Ha habido sucesivas disposiciones legales que 
regularon la actividad de los mozos del cordel, pero de lo que yo puedo dar fe es del período 
comprendido entre el año 1996 a la fecha, que es el que conozco en detalle. 


Quisiera responder, con precisión, su interrogante relativa a si ha habido algún problema con 
el servicio que se brinda a los pasajeros. Agradezco la pregunta, porque no se trata de un detalle 
menor, habida cuenta del plan de inversiones que realizó la empresa, que posibilitó que esa travesía de 
8 6 9 horas se transformara en menos de 50 minutos en el caso de los buques de Colonia y menos de 
3 horas en Montevideo. En más del 60 % de los casos, los mozos del cordel no prestaron el servicio. 
Es decir que se aportó un impuesto del 2 % -que beneficiaba a los particulares- por realizar 
determinada tarea que no se hizo, dado que hoy uno de nuestros barcos pone menos tiempo que un 
ómnibus en llegar de Montevideo al Chuy o a Fray Bentos, por lo cual un número importantísimo de 
pasajeros viaja sin maletas. Lo mismo ocurre con los pasajeros que traen sus bultos en los baúles, 
sobre todo en ocasión de la alta temporada. Entonces, no ha habido problemas en esa cantidad 
porcentual que expreso, porque la tarea no se prestó y con respecto al resto, cuando sí se llevó a cabo, 
insisto, se nos ha privado de poder cumplir con una actividad accesoria a la principal y hemos tenido 
inconvenientes de pérdida de maletas y de carros que han caído al agua. 


Además, las empresas han tenido que soportar -pese al impuesto- el aporte, para esa 
actividad, de los carros y los tractores con los que se movilizan los carros que transportan las maletas. 


Entonces, más allá de señalar si hubo un problema puntual o no -que los hubo- entendemos 
que es totalmente ilegítimo que se ponga una cuña que beneficie a un grupo minoritario en un régimen 
cooptativo, cerrado, oscuro, sin responder a nadie y sin tener amparo por parte de la Prefectura 
Nacional Naval, que tan sólo se limitó a cobrar en su carácter de administradora. Además -y no es un 
tema menor- tiene que ver con la imagen del Uruguay como país receptor de turismo. Nosotros no 
tenemos una función correctiva respecto a este grupo de personas; por ello, cada vez que hay 
problemas con esta gente, de pronto, porque tienen mal aspecto, porque el servicio no es tal o porque 
se pide una propina, la imagen que tiene el pasajero -que es lógica, ya que no tienen por qué conocer 
esta ley tan especial- refiere al operador transportista. Entonces, nosotros invertimos más de U$S 
400:000.000 y el 2% de nuestra facturación se la llevaban 80 ó 100 personas, por cumplir una actividad 
accesoria que, reitero, no se prestaba o si se lo hacía, era en forma insatisfactoria. 


Desde que nosotros contratamos en el mes de setiembre a estas personas -que son 
alrededor de 50- no hubo ningún inconveniente operativo. Por el contrario, se ha aumentado la 
productividad y la función se presta con el personal adecuado y capacitado. 


Por otra parte, a esto debemos sumar un sinfín de razones que tienen que ver con la 
seguridad en las terminales, lo que imposibilitaría la presencia de personas extrañas en el acarreo de 
los bultos. Es público y notorio lo que sucede en el mundo con el servicio de transporte aéreo. Desde 
que ocurrió la desgracia de las Torres Gemelas, en setiembre de 2001, hemos tenido que invertir 


centenas de miles de dólares en aspectos relacionados con la seguridad de las terminales, no sólo por 
disposiciones internas de nuestro país, sino también por códigos internacionales. Entonces, cuesta 
hacer entender a otros que una actividad accesoria a la principal, con la coyuntura que se vive 
actualmente, la presten personas que no tienen capacitación, que no tienen identidad con la empresa 
ni con la actividad y que trabajan solo un rato poniendo en riesgo todo lo que acabo de expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social le agradece al doctor 
Rocca su presencia y le informa que está abierta a seguir discutiendo este tema. 


SEÑOR ROCCA.- Agradezco a los señores Senadores por haberme recibido y, si el señor Presidente 
está de acuerdo, quiero dejar como material accesorio lo que expusimos en Comisión en el mes de 
noviembre del año pasado, en ocasión de analizarse este mismo tema; lo que expresamos ante la 
Comisión de Turismo -donde dijimos que el único recurso que nos quedaba era la justicia-; y, también, 
la acción de inconstitucionalidad que hoy se tramita ante la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 
(Se retira de Sala el señor Daniel Rocca, representante de la empresa Buquebús) 


SEÑOR VAILLANT.- Antes de que ingrese la siguiente delegación, queremos plantear dos propuestas 
a la Comisión. 


En primer lugar, que el próximo jueves se celebre una reunión extraordinaria de la Comisión, 
con el objetivo principal de considerar y, en el caso de la bancada del Frente Amplio, además, votar la 
ley reparatoria para los perseguidos políticos por la dictadura. 


En segundo término, analizar también la iniciativa presentada por el señor Senador Nicolini, 
referida a la jubilación del ex dictador Gregorio Alvarez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto si el planteo concreto sería que no se reciban más delegaciones que 
hayan solicitado audiencia a la Comisión con relación a este tema. 


SEÑOR VAILLANT.- Por nuestra parte -estoy hablando de una decisión de la bancada del Frente 
Amplio- pretendemos considerar y votar el proyecto de ley el día jueves que viene en Comisión, con el 
objetivo de que el tema sea tratado en la primera sesión ordinaria del Pleno, el 5 de setiembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que quede constancia en la versión taquigráfica, insisto en si el planteo 
concreto es que se trate el proyecto el jueves que viene y que no se reciba ninguna de las 
delegaciones que, con relación a este tema, han solicitado audiencia a la Comisión. 


SEÑOR VAILLANT.- Podríamos recibir alguna el jueves. 


SEÑORA DALMAS..- En realidad, dentro de la lista de delegaciones que nos resta recibir se encuentra: 
un grupo de maestros comprendidos en el régimen de transición jubilatoria previsto por el Título VI de 
la Ley N* 16.713, que desea tratar un tema que no tiene nada que ver con el proyecto en cuestión; una 
delegación de funcionarios restituidos al Estado al amparo de la Ley N* 15.783, cuyo reclamo ya fue 
planteado en la Comisión dentro de la exposición que hizo aquí la delegación del PIT-CNT, encabezada 
por el señor Ferrari-; la agrupación de ex obreros y familiares de trabajadores de la Textil Ferrés, que 
exige una reparación como destituidos privados. Por lo que veo en la lista, estos últimos son los únicos 
dos casos vinculados al proyecto de ley en cuestión. 


SEÑOR VAILLANT.- Luego de consultar con los señores Senadores de la bancada, propondríamos 
que, en la medida en que quedan algunas delegaciones por recibir y considerando que antes del 
martes 5 tenemos otro jueves para sesionar, se dé lugar entonces a las entrevistas y se deje el jueves 
siguiente para votar. O sea que serían dos sesiones extraordinarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás podríamos hacer todo el mismo día, es decir, sesionar el jueves 31 de 
agosto y, en esa misma sesión, recibir las delegaciones y luego votar. 


SEÑOR VAILLANT.- En realidad había planteado la posibilidad de recibir un día a las delegaciones y, 
en la otra sesión, proceder a la votación por lo siguiente. Hay un dato de la realidad y es el hecho de 
que vamos a considerar muy poco lo que las delegaciones vienen a plantear. De todos modos, 
nosotros vamos a votar el proyecto tal como está, así que no tengo ningún inconveniente en que se 
haga todo en una misma sesión de la Comisión. Por lo tanto, el jueves 31 de agosto recibiríamos a las 
delegaciones, para luego considerar el proyecto y votarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, entonces, realizaríamos esto en una sola sesión el día jueves 31. 


SEÑOR VAILLANT.- Además, se debe agregar una propuesta que hacemos en el sentido de incluir 
también en esa sesión el proyecto que presentó el señor Senador Nicolini, referido a la pasividad del ex 
dictador Gregorio Alvarez. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


